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PROYECTO REVISADO DE EXAMEN DEL FUNCIONAMIENTO Y 
ESTADO DE LA CONVENCIÓN SOBRE LA PROHIBICIÓN DEL 
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Y SOBRE SU DESTRUCCIÓN:  1999-2004 

Preparado por el Presidente designado 

Enmienda 

Modifíquense los párrafos siguientes para que digan así: 

21. La destrucción prevista en el artículo 4 es una obligación que ha sido, habría sido o es 

pertinente para [78] Estados Partes:  [Sesenta y ocho (68)] Estados Partes comunicaron, de 

conformidad con el artículo 7, que mantenían existencias de minas antipersonal cuando la 

Convención entró en vigor para ellos:  Afganistán, Albania, Angola, Argelia, Argentina, 

Australia, Bangladesh, Belarús, Bosnia y Herzegovina, Brasil, Bulgaria, Burundi, Camboya, 

Chad, Chile, Chipre, Colombia, Congo, Croacia, Dinamarca, Djibouti, Ecuador, El Salvador, 

Eslovaquia, Eslovenia, España, Francia, Gabón, Grecia, Guinea, Guinea-Bissau, Honduras, 

Hungría, Italia, Japón, Jordania, Kenya, la ex República Yugoslava de Macedonia, Lituania, 

Malasia, Mauritania, Mozambique, Nicaragua, Níger, Países Bajos, Perú, Portugal, 

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, República Checa, República Democrática del 

Congo, República de Moldova, República Unida de Tanzanía, Rumania, Serbia y Montenegro,  
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Sierra Leona, Sudán, Suecia, Suiza, Tailandia, Tayikistán, Túnez, Turkmenistán, Turquía, 

Uganda, Uruguay, Venezuela, Yemen, y Zimbabwe.  [Nueve (9)] Estados Partes comunicaron 

que habían destruido sus existencias de minas antipersonal antes de la entrada en vigor:  

Alemania, Austria, Bélgica, Canadá, Luxemburgo, Malí, Namibia, Noruega y Sudáfrica.  

[Uno (1)] de los Estados Partes que aún no han presentado un informe inicial de conformidad 

con el artículo 7 tiene o puede tener existencias de minas antipersonal sobre la base de 

declaraciones hechas en otros lugares:  Guyana. 

22. [Sesenta y ocho (68)] Estados Partes comunicaron, de conformidad con el artículo 7, que 

no mantenían existencias cuando la Convención entró en vigor para ellos1.  Se trata de los 

siguientes Estados Partes:  Alemania, Andorra, Antigua y Barbuda, Austria, Bahamas, Barbados, 

Bélgica, Belice, Benin, Bolivia, Botswana, Burkina Faso, Camerún, Canadá, Comoras, 

Costa Rica, Côte d'Ivoire, Dominica, Eritrea, Fiji, Filipinas, Gambia, Ghana, Granada, 

Guatemala, Irlanda, Islandia, Islas Salomón, Jamaica, Kiribati, Lesotho, Liberia, Liechtenstein, 

Luxemburgo, Madagascar, Malawi, Maldivas, Malí, Malta, Mauricio, México, Mónaco, 

Namibia, Nauru, Nigeria, Niue, Noruega, Nueva Zelandia, Panamá, Paraguay, Qatar, 

República Centroafricana, República Dominicana, Rwanda, Saint Kitts y Nevis, Samoa, 

San Marino, San Vicente y las Granadinas, Santa Sede, Senegal, Seychelles, Sudáfrica, 

Suriname, Swazilandia, Timor-Leste, Togo, Trinidad y Tabago y Zambia.  Se presume que 

[seis 6)] de los Estados Partes que aún no han presentado un informe inicial con arreglo al 

artículo 7 no mantienen existencias de minas antipersonal:  Cabo Verde, Estonia, Guinea Ecuatorial, 

Papua Nueva Guinea, Santa Lucía y Santo Tomé y Príncipe. 

26. El número de Estados Partes que aún tienen pendiente la obligación de destruir sus 

existencias de minas antipersonal se ha reducido considerablemente hasta [16]:  [Afganistán, 

Angola, Argelia, Bangladesh, Belarús, Burundi, Chipre, Grecia, Guinea-Bissau, Guyana, 

Mauritania, República Democrática del Congo, Serbia y Montenegro, Sudán, Turquía y 

Uruguay].  El [1º de abril de 2008], a más tardar, el último de estos Estados Partes deberá haber 

concluido su programa de destrucción.  Se estima que conjuntamente estos Estados Partes 

poseen más de [10,2 millones] de minas antipersonal.  Aunque en la actualidad el número de 

                                                 
1 Se incluyen los nueve Estados Partes ya mencionados que comunicaron que habían destruido 
sus existencias antes de la entrada en vigor. 
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Estados Partes que deben destruir sus existencias es pequeño, se plantea el problema de que unos 

pocos Estados Partes poseen cuantiosas existencias.  La tarea de destrucción se magnificaría con 

la adhesión a la Convención de más Estados que poseen existencias en el período posterior a la 

Primera Conferencia de Examen.  Por ejemplo, la ICBL estima que la suma de las existencias de 

seis Estados que no son partes -China, Estados Unidos de América, Federación de Rusia, India, 

Pakistán y República de Corea- puede superar los 180 millones de minas antipersonal. 

Modifíquese el primer renglón del párrafo 30 para que diga así: 

30. Un pequeño número de los [16] Estados Partes que todavía deben terminar de cumplir el  

33. En los informes presentados de conformidad con el artículo 7, los siguientes [49] Estados 

Partes han notificado la existencia de zonas bajo su jurisdicción o control que tienen, o se 

sospecha que tienen, minas antipersonal y, por consiguiente, deben cumplir las obligaciones 

estipuladas en el artículo 5 y los requisitos de presentación de los informes pertinentes:  

[Afganistán, Albania, Angola, Argelia, Argentina, Bosnia y Herzegovina, Burundi, Camboya, 

Chad, Chile, Chipre, Colombia, Congo, Costa Rica, Croacia, Dinamarca, Djibouti, Ecuador, 

Eritrea, Francia, Grecia, Guatemala, Guinea-Bissau, Honduras, Jordania, la ex República 

Yugoslava de Macedonia, Malawi, Mauritania, Mozambique, Nicaragua, Níger, Perú, 

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, República Democrática del Congo, Rwanda, 

Senegal, Serbia y Montenegro, Sudán, Suriname, Swazilandia, Tailandia, Tayikistán, Túnez, 

Turquía, Uganda, Venezuela, Yemen, Zambia y Zimbabwe].  De éstos, [3 Estados Partes:  

Costa Rica, Djibouti y Honduras, han señalado que han terminado de cumplir lo dispuesto en el 

artículo 5]. 

Suprímase el párrafo 34 y enumérense los párrafos en consecuencia. 

51. Como se ha señalado, los Estados Partes deben informar sobre "las medidas adoptadas 

para advertir de forma inmediata y eficaz a la población sobre todas las áreas a las que se refiere 

el apartado 2 del artículo 5".  En los informes presentados de conformidad con el artículo 7, 

los [34] Estados Partes siguientes facilitaron información sobre tales medidas:  [Afganistán, 

Albania, Angola, Bosnia y Herzegovina, Burundi, Chad, Chile, Colombia, Congo, Croacia, 

Ecuador, Eritrea, Guatemala, Guinea-Bissau, Honduras, Jordania, Malawi, Mauritania,  
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Mozambique, Nicaragua, Níger, Perú, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, 

Rwanda, Senegal, Sudán, Suriname, Swazilandia, Tailandia, Tayikistán, Uganda, Yemen y 

Zimbabwe]. 

106. Con arreglo al párrafo 1 del artículo 7, cada Estado Parte debe presentar al depositario un 

informe inicial "tan pronto como sea posible, y en cualquier caso no más tarde de 180 días a 

partir de la entrada en vigor de esta Convención para ese Estado Parte".  Un total de 141 de 

los [143] Estados que han ratificado la Convención o se han adherido a ella han estado sujetos a 

la obligación de presentar ese informe inicial.  Así lo han hecho todos salvo los [5] Estados 

Partes siguientes:  [Cabo Verde, Guinea Ecuatorial, Guyana, Santa Lucía y Santo Tomé 

y Príncipe] (véase el anexo VII). 

107. Con arreglo al párrafo 2 del artículo 7, cada Estado Parte debe presentar anualmente al 

depositario información actualizada respecto al año natural precedente a más tardar el 30 de abril 

de cada año.  En 2004  presentaron ese informe todos los Estados Partes que tenían la obligación 

de hacerlo, salvo los [25] Estados Partes siguientes:  [Andorra, Antigua y Barbuda, Barbados, 

Bolivia, Botswana, Camerún, Eritrea, Fiji, Gabón, Gambia, Ghana, Lesotho, Madagascar, 

Maldivas, Niue, Panamá, Paraguay, República Dominicana, Saint Kitts y Nevis, Samoa, 

Seychelles, Swazilandia, Trinidad y Tabago, Venezuela y Zimbabwe] (véase el anexo VII). 

112. Los [66] Estados Partes siguientes han facilitado las características técnicas de las minas 

antipersonal fabricadas o actualmente en su poder, junto con información que pueda facilitar la 

identificación y la remoción de las minas antipersonal:  [Albania, Alemania, Afganistán, Angola, 

Argentina, Australia, Bangladesh, Belarús, Bélgica, Bosnia y Herzegovina, Brasil, Bulgaria, 

Burundi, Canadá, Chad, Chile, Chipre, Colombia, Congo, Croacia, Dinamarca, Djibouti, 

Ecuador, Eritrea, Eslovaquia, Eslovenia, España, Francia, Guinea-Bissau, Honduras, Hungría, 

Irlanda, Italia, Japón, Jordania, Kenya, la ex República Yugoslava de Macedonia, Lituania, 

Luxemburgo, Malasia, Malí, Mauricio, Mauritania, Moldova, Mozambique, Nicaragua, Níger, 

Nigeria, Perú, Portugal, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, República Checa, 

Rumania, Serbia y Montenegro, Sudáfrica, Sudán, Suecia, Tayikistán, Tailandia, Túnez, Turquía, 

Uganda, Uruguay, Yemen, Zambia y Zimbabwe]. 
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113. En la Segunda Reunión de los Estados Partes, celebrada en 2000, los Estados Partes 

examinaron los métodos y medios técnicos de distribución de los informes y adoptaron el 

Formulario J para dar a los Estados Partes la oportunidad de informar voluntariamente sobre 

cuestiones del cumplimiento y la aplicación que no se exigieran específicamente en el artículo 7.  

Asimismo, los Estados Partes recomendaron que se usara ese formulario para informar de las 

actividades emprendidas en relación con el artículo 6, en particular sobre la asistencia prestada 

para la atención y rehabilitación y la reintegración social y económica de las víctimas de minas.  

Desde que se adoptó el Formulario J, los [62] Estados Partes siguientes han hecho uso de este 

medio de información voluntaria:  [Albania, Alemania, Angola, Australia, Austria, Belarús, 

Bélgica, Benin, Bosnia y Herzegovina, Brasil, Bulgaria, Burundi, Camboya, Canadá, Chad, 

Chile, Chipre, Colombia, Costa Rica, Croacia, Congo, Dinamarca, Ecuador, Eslovaquia, España, 

Filipinas, Francia, Guatemala, Guinea-Bissau, Honduras, Irlanda, Italia, Jamaica, Japón, Malawi, 

Malta, Mauricio, México, Mónaco, Mozambique, Nueva Zelandia, Nicaragua, Níger, Nigeria, 

Noruega, Países Bajos, Perú, Portugal, República Centroafricana, República Unida de Tanzanía, 

Rumania, Rwanda, Serbia y Montenegro, Sudáfrica, Sudán, Suecia, Tayikistán, Tailandia, 

Turquía, Uruguay, Yemen y Zimbabwe]. 

118. Una tarea importante en el período posterior a la primera Conferencia de Examen ha de ser 

que los [5] Estados Partes que aún no han presentado el informe de transparencia inicial que se 

les exige en el párrafo 1 del artículo 7 lo hagan lo antes posible.  Además, aunque en el año de la 

Conferencia de Examen la tasa general de presentación de los informes haya sido superior 

al [78]%, habrá que velar por que los Estados Partes sigan cumpliendo su obligación de presentar 

informes anuales después de la Conferencia.  Ello sigue siendo particularmente importante para 

aquellos Estados Partes que estén destruyendo las existencias con arreglo al artículo 4, aquellos 

que hayan decidido retener minas antipersonal con arreglo al artículo 3 y aquellos que 

emprendan medidas con arreglo al artículo 9.  Por otra parte, los informes anuales de los Estados 

Partes afectados por las minas tendrán una importancia creciente como medio para confirmar que 

se han cumplido las obligaciones del artículo 5 o bien para comunicar lo antes posible los 

problemas que hay que resolver para poder cumplir estas obligaciones. 
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Anexo III 

Suprímase:  "Estados que aún no han presentado un informe de conformidad con el artículo 7 

pero que tienen zonas minadas, identificadas con arreglo al artículo 5 

Burundi". 

 Entre los "Estados que de conformidad con el artículo 7 han informado de la existencia 

de zonas minadas, identificadas con arreglo al artículo 5", insértese Burundi después de 

Bosnia y Herzegovina. 

Anexo IV 

 Afganistán 

Modifíquese el quinto renglón de la columna B para que diga: 

... las minas.  Entre 2003 y 2007 se propone... 

 Argelia 

Modifíquese la columna A para que diga así: 

 Las zonas de Argelia que fueron minadas por el Ejército colonial están situadas en la 

frontera oriental con Túnez y la frontera occidental con Marruecos.  Estas zonas abarcan 

de 5.676 ha y contienen 3.064.180 minas antipersonal.  Además se sospecha que algunas zonas 

del norte han sido minadas por grupos terroristas. 

 Colombia 

Modifíquese la columna A para que diga así: 

 Entre 1990 y el 1º de octubre de 2004 el sistema SGIAM (IMSMA) ha registrado 3.697 

zonas presuntamente minadas, 1.371 de las cuales han sido georreferenciadas.  Algunos de los 

campos minados identificados están situados alrededor de fuentes de agua, escuelas, rutas de 

acceso e infraestructuras públicas.  En los últimos años los grupos armados ilegales han seguido 

utilizando minas antipersonal (principalmente artefactos explosivos improvisados) de modo 
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masivo e indiscriminado.  A la fecha están afectados 30 de los 32 departamentos de Colombia, 

sobre todo en las zonas rurales. 

Modifíquese la columna B para que diga así: 

 En febrero de 2004, se dio inicio a un proceso de elaboración de una política nacional de 

acción contra las minas en conjunto con las diversas partes interesadas.  En esta política se 

incorporaron las lecciones aprendidas y se prestó una atención particular a las características 

regionales.  Se formuló el Plan Nacional de Acción contra las Minas con los objetivos concretos 

de reforzar cuatro componentes de la acción contra las minas en Colombia:  1) Fortalecimiento 

institucional a diferentes niveles territoriales;  2) Asistencia integral a la población;  

3) Cumplimiento de la Convención; y  4) Estrategia de comunicaciones.  El Plan Nacional fue 

aprobado por la Comisión Intersectorial Nacional para la Acción contra Minas Antipersonal 

el 10 de agosto.  En  su componente de asistencia integral a la población se detallan la 

elaboración, el diseño y la formulación de una Estrategia Nacional de Educación sobre el Peligro 

de las Minas por la cual, con la colaboración del Ministerio de Educación, Cultura y 

Comunicaciones, se prepararán publicaciones y materiales que contribuyan al proceso de 

prevención.  Para la labor de educación sobre el peligro de las minas, el Observatorio ha recibido 

el apoyo técnico y financiero del UNICEF, el PNUD, el CIDHG y organizaciones no 

gubernamentales nacionales que operan en diez departamentos del país. 

Insértese en la columna C: 

 Para cumplir el artículo 5 del Tratado de Ottawa, el Gobierno de Colombia lleva adelante 

su labor en las siguientes esferas:  1)  Identificación de las zonas minadas de las fuerzas armadas 

de Colombia que fueron sembradas para proteger las estaciones de comunicaciones o las bases 

militares.  Estos campos minados están bajo la jurisdicción del Gobierno de Colombia y de 

acuerdo con el Plan Nacional serán despejados en cumplimiento de la Convención.  2)  Formación 

para la limpieza de los campos minados y el desminado humanitario, prestando especial atención 

al establecimiento de estándares nacionales para la remoción de las minas antipersonal.  3)  Adopción 

de estándares apropiados para el desminado que reflejen el contexto colombiano.  4)  La formación 

de siete grupos divisionarios de la Escuela de Ingenieros Militares con la tarea específica de 

responder a las situaciones de emergencia humanitaria creadas por la presencia de minas 
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antipersonal y ASE y la consiguiente amenaza a la vida, la integridad personal y el derecho de 

circulación de las comunidades. 

 Tayikistán 

Modifíquese la columna C para que diga así: 

 De 1997 a 2004 Tayikistán neutralizó y destruyó más de 3.250 piezas de minas y 

explosivos.  Se ha puesto término a una evaluación general para la acción antiminas en la región 

central, reduciéndose la superficie presuntamente minada de 29 km2
 y 124 km lineales de 

carretera/ferrovía.  En septiembre y octubre de 2004 se puso fin a la inspección general de los 

sitios de la frontera entre Tayikistán y Uzbekistán en la región de Sughd, dos zonas de la región 

de Hatlon (al sur) y tres zonas de la Región Autónoma de Badajshán (al este).  Entretanto, en la 

región central se está trabajando en la actualización de los estudios técnicos y la limpieza de los 

campos minados.  Además, tres zonas fueron desminadas y traspasadas a las administraciones 

locales para su uso a largo plazo. 

Anexo VI 

 Colombia 

Modifíquese para que diga así: 

 Problemas.  Tanto las fuerzas armadas como la población civil se ven afectadas por la 

violencia en Colombia, de forma alarmante ya en que el número de las víctimas de las minas ha 

llegado a un promedio de dos víctimas diarias registradas por el  sistema SGIAM (IMSMA).  

El 40% de las víctimas son civiles, en su mayoría residentes en las zonas rurales, que viven por 

debajo del umbral de pobreza.  La legislación colombiana prevé políticas y programas destinados 

a ayudar a las poblaciones vulnerables y desplazadas afectadas por la violencia política 

(comprendidas las víctimas de las minas antipersonal y los ASE).  Es claro que estas medidas 

legislativas deben articularse y revisarse para garantizar plenamente los derechos de las víctimas 

colombianas. 

 Planes, adelantos y prioridades.  En febrero de 2004 se dio inicio a un proceso de 

elaboración de la política gubernamental en que participaron diferentes agentes de la acción 

contra las minas. Esta política integró las lecciones aprendidas e incorporó las particularidades 
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regionales y nacionales, y se tradujo en un Plan Nacional de Acción contra las Minas.  En ese 

plan se han establecido las prioridades, las estrategias y los medios para hacer efectivos sus 

cuatro pilares, que son:  1) Fortalecimiento institucional a diferentes niveles territoriales;  

2) Asistencia integral a la población;  3) Cumplimiento del Tratado de Ottawa, y  4) Estrategia 

de comunicaciones.  El Plan Nacional de Acción contra las Minas fue aprobado en una reunión 

de la Comisión Intersectorial el 10 de agosto de 2004.  Como parte del pilar de asistencia integral 

a la población se formuló un programa para reforzar las actividades de asistencia a las víctimas, 

concretamente en los planos de los primeros auxilios, la rehabilitación y la reinserción 

socioeconómica de las víctimas.  Por ello es necesario establecer estándares para la atención de 

las víctimas de las minas en el país.  Se han elaborado programas piloto en los departamentos de 

Antioquia y Cauca con el objeto de proceder al seguimiento de las víctimas en todas las etapas, 

del accidente a la recuperación, de conformidad con los procedimientos establecidos por el 

Gobierno de Colombia. 

Anexo VII 

 En la columna de 2004, sustitúyase NO por SÍ  frente a Burundi, Costa Rica, Liberia y 

la República Centroafricana. 

Anexo VIII 

 Cuadro 1 

 Después de Burundi insértese la siguiente nota a pie de página:  En su informe de 2004, 

Burundi indicó que estaba pendiente la decisión sobre la retención de minas. 

 En la columna de 2004, modifíquense las cifras o insértense las siguientes: 

 Belarús:  7.350 

 Costa Rica:  0 

 Liberia:  0 

 República Centroafricana:  0 

 Cuadro 2 

Suprímase la fila de Belarús 

----- 


